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I.    Disposiciones generales

JEFATURA DEL ESTADO
 22865 LEY 42/2006, de 28 de diciembre, de Presupues-

tos Generales del Estado para el año 2007.

JUAN CARLOS I

REY DE ESPAÑA

A todos los que la presente vieren y entendieren.
Sabed: Que las Cortes Generales han aprobado y Yo 

vengo en sancionar la siguiente Ley.

EXPOSICIÓN DE MOTIVOS

I
Los Presupuestos Generales del Estado fundamentan 

su marco normativo básico en nuestra Carta Magna, la 
Constitución Española de 27 de diciembre de 1978, así 
como en la Ley General Presupuestaria y en la Ley Gene-
ral de Estabilidad Presupuestaria.

El Tribunal Constitucional, ha ido precisando el conte-
nido posible de la ley anual de Presupuestos Generales 
del Estado y ha venido a manifestar que existe un conte-
nido necesario que está constituido por la determinación 
de la previsión de ingresos y la autorización de gastos que 
pueden realizar el Estado y entes a él vinculados o de él 
dependientes en el ejercicio de que se trate. Junto a este 
contenido necesario, cabe la posibilidad de que se añada 
un contenido eventual, aunque estrictamente limitado a 
las materias o cuestiones que guarden directa relación 
con las previsiones de ingresos, las habilitaciones de 
gasto o los criterios de política económica general, que 
sean complemento necesario para la más fácil interpreta-
ción y más eficaz ejecución de los Presupuestos Genera-
les del Estado y de la política económica del Gobierno.

Por otra parte, el Tribunal Constitucional señala que el 
criterio de temporalidad no resulta determinante de la 
constitucionalidad o no de una norma desde la perspec-
tiva de su inclusión en una Ley de Presupuestos. Por ello, 
si bien la Ley de Presupuestos puede calificarse como una 
norma esencialmente temporal, nada impide que acci-
dentalmente puedan formar parte de la Ley preceptos de 
carácter plurianual o indefinido.

De otro lado, en materia tributaria, el apartado 7 del 
artículo 134 de la Constitución dispone que la Ley de Pre-
supuestos no puede crear tributos aunque sí modificarlos 
cuando una Ley tributaria sustantiva así lo prevea.

Las materias que queden al margen de estas previsio-
nes son materias ajenas a la Ley de Presupuestos Genera-
les del Estado. De esta forma, el contenido de la Ley está 
constitucionalmente acotado –a diferencia de lo que 
sucede con las demás Leyes, cuyo contenido resulta, en 

principio, ilimitado– dentro del ámbito competencial del 
Estado y con las exclusiones propias de la materia reser-
vada a Ley Orgánica.

Consecuentemente, la Ley de Presupuestos Generales 
del Estado para 2007 regula únicamente, junto a su conte-
nido necesario aquellas disposiciones que, respetan la 
doctrina del Tribunal constitucional sobre el contenido 
eventual.

Estos Presupuestos Generales del Estado elaborados 
en el marco de la Ley 47/2003, de 26 de noviembre, Gene-
ral Presupuestaria, persisten en el objetivo de conseguir 
una mayor racionalización del proceso presupuestario a 
través de la confluencia de las mejoras introducidas a 
nivel de sistematización, en tanto que se procede a la 
ordenación económica y financiera del sector público 
estatal y a ordenar sus normas de contabilidad y control, 
y a nivel de eficacia y eficiencia, estableciendo un modelo 
de gestión por objetivos, disminuyendo la rigidez en la 
ejecución de los créditos presupuestarios y consagrando 
el principio de responsabilidad de los centros gestores en 
la ejecución.

El cumplimiento de estos principios se hace de 
manera compatible con la continuidad en la orientación 
de la política económica, encaminada a impulsar un 
modelo de crecimiento, dentro del marco de estabilidad 
presupuestaria, con el doble objetivo de, en primer lugar, 
contribuir al aumento de la productividad de la economía 
española y, en segundo término, reforzar el gasto social 
en determinadas áreas.

La Ley de Presupuestos para 2007 consolida la 
reorientación del gasto hacia programas para el impulso 
de la productividad, que se manifiesta a través de tres 
tipos de medidas: la inversión pública en infraestructuras, 
el esfuerzo en investigación, desarrollo e innovación tec-
nológica, así como en el ámbito de la educación, siendo 
de destacar la ampliación de las becas en todos los nive-
les. En definitiva se trata de incrementar el capital público, 
contribuyendo a aumentar el potencial de crecimiento de 
la economía española.

La presente Ley refleja también el carácter social que 
el Gobierno está dando a su política económica, a través 
del desarrollo de medidas que permiten la mejora del 
bienestar y de la cohesión social, asegurando que los 
beneficios del crecimiento llegan a todos los ciudadanos. 
En este sentido, el incremento previsto del fondo de pen-
siones financiado con el superávit de la Seguridad Social 
es una garantía de sostenibilidad del sistema público de 
pensiones, en la línea marcada por el llamado Pacto de 
Toledo. Por otra parte, se consolida el proceso de separa-
ción de fuentes de financiación del sistema de Seguridad 
Social con un importante incremento de la aportación 
estatal a los complementos para las pensiones mínimas y 
las no contributivas.

La Ley acomoda este conjunto de medidas dentro 
de un compromiso con la estabilidad cuyos efectos 
positivos sobre las expectativas redunda a favor del 
crecimiento económico y la creación de empleo. El 
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siones excepcionales a personas que dieron su vida en 
acto de servicio por España. Asimismo se regula el man-
tenimiento del poder adquisitivo de las pensiones en el 
año 2007.

En materia de personal, se fijan las plantillas máximas 
de Militares Profesionales de Tropa y Marinería a alcanzar 
a 31 de diciembre del año 2007.

También se establecen las actividades y programas 
prioritarios de mecenazgo.

Por lo que respecta al Servicio Público de Empleo 
Estatal se regula la gestión directa de créditos destina-
dos a políticas activas de empleo, así como la aporta-
ción financiera que se hace a la financiación del Plan 
Integral de Empleo en las Comunidades Autónomas de 
Canarias, Galicia, Castilla-La Mancha, Extremadura y en 
el Programa de Medidas de Activación Jaén XXI. Se 
establece detalladamente la financiación de la forma-
ción continua.

Igualmente se recogen los preceptos relativos a la 
Garantía del Estado para obras de interés cultural cedidas 
temporalmente para su exhibición en instituciones de 
competencia exclusiva del Ministerio de Cultura, prece-
diendo, como en ejercicios anteriores, a la regulación 
relativa a los sorteos de Lotería Nacional a favor de la 
Asociación Española contra el Cáncer y de Cruz Roja 
Española.

Las normas de índole económica se refieren al interés 
legal del dinero, que se fija en un 5 por ciento y al interés 
de demora, que se fija en un 6,25 por ciento. Se produce 
la determinación del indicador público de renta de efectos 
múltiples (IPREM) para 2007.

El fomento del comercio exterior tiene su plasmación 
en sendas disposiciones adicionales relativas, una a la 
dotación de fondos de fomento de la inversión española 
en el exterior (Fondo para Inversiones en el Exterior, 
Fondo para Operaciones de Inversiones en el Exterior de 
la Pequeña y Mediana Empresa), y otra relativa al Seguro 
de Crédito a la Exportación.

El límite máximo de cobertura para nueva contrata-
ción, que puede asegurar y distribuir CESCE en el ejerci-
cio 2007 se eleva a 4.547.280 miles de euros, excluida la 
modalidad de Póliza Abierta de Gestión de Exportaciones 
(PAGEX), Póliza 100 y Póliza Master.

La dotación de los fondos de fomento de la inversión 
española en el exterior incrementan, en conjunto, su 
cuantía respecto de las establecidas para el ejercicio 2007 
en 30.000 miles de euros. El importe total máximo de las 
operaciones que pueden aprobar los respectivos Comités 
Ejecutivos, se fija en 80.000 miles de euros en el Fondo 
para Inversiones en el Exterior y en 15.000 miles de euros 
en el Fondo para Operaciones de Inversiones en el Exte-
rior para la Pequeña y Mediana Empresa.

También tiene reflejo en las disposiciones adicionales 
el apoyo a la investigación científica y el desarrollo tecno-
lógico, que se manifiesta de una triple forma, mediante la 
concesión de moratorias a empresas que hubieran resul-
tado beneficiarias de créditos otorgados con cargo al 
Fondo Nacional para el Desarrollo de la Investigación 
Científica y Técnica; mediante la concesión de ayudas 
reembolsables para la financiación de actuaciones con-
certadas; y mediante la instrumentación del apoyo finan-
ciero a empresas de base tecnológica.

Se crea el Fondo de apoyo para la diversificación del 
sector pesquero y acuícola, que tendrá por objeto prestar 
apoyo financiero a las empresas del sector.

Se han incluido en esta Ley dotaciones destinadas a la 
creación de Agencias Estatales, así como un organismo 
para la administración de los fondos europeos de educa-
ción, cumpliendo de este modo el requisito formal esta-
blecido por la normativa europea para su gestión inde-
pendiente.

Igualmente se crea también el Fondo para el asegura-
miento colectivo de los Cooperantes, para promover, 

contratar, gestionar y administrar las pólizas de seguros 
colectivas adecuadas para la cobertura del personal 
cooperante. Asimismo se reconocen indemnizaciones por 
fallecimiento y gran invalidez de participantes en opera-
ciones internacionales de paz y seguridad y cooperantes 
afectados por conflictos armados locales.

A continuación se recogen una serie de disposiciones 
transitorias entre las que destacamos las relativas a las 
compensaciones fiscales a arrendatarios y adquirentes de 
vivienda habitual en 2006, los Planes de Pensiones de 
Empleo, la indemnización por residencia del personal al 
servicio del sector público estatal, la absorción de los 
Complementos Personales y Transitorios y la aplicación 
de la tarifa de primas de accidentes con respecto a perío-
dos anteriores.

Se incluye también una disposición derogatoria que 
deroga el Real Decreto 2930/1979, de 29 de diciembre, por 
el que se revisa la tarifa de las primas para la cotización a 
la Seguridad Social por accidentes de trabajo y enferme-
dades profesionales.

La Ley se cierra con un conjunto de disposiciones 
finales en las que se recogen las modificaciones realiza-
das a varias normas legales entre las que merecen 
citarse la Ley 10/1975, de 12 de marzo, de Regulación de 
la moneda metálica, el Texto Refundido de la Ley General 
de la Seguridad Social, aprobado por Real Decreto Legis-
lativo 1/1994, de 20 de junio, el Texto Refundido de la Ley 
de Contratos de las Administraciones Públicas, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, la 
Ley 14/2000, de 29 de diciembre, de Medidas Fiscales, 
Administrativas y del Orden Social, la Ley 38/2003, de 17 
de noviembre, General de Subvenciones, y la Ley 47/2003, 
de 26 de noviembre, General Presupuestaria, y el Texto 
Refundido de la Ley Reguladora de las Haciendas Loca-
les, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2004, de 5 
de marzo, por el que se amplía el plazo para la asunción 
por los Ayuntamientos de la competencia para determi-
nar la base liquidable del Impuesto sobre Bienes Inmue-
bles, con el fin de facilitar la asunción gradual de dicha 
competencia. La Ley finaliza con la gestión de créditos 
presupuestarios en materia de Clases Pasivas.

TÍTULO I

De la aprobación de los Presupuestos
y de sus modificaciones

CAPÍTULO I

Créditos iniciales y financiación de los mismos

Artículo 1. Ámbito de los Presupuestos Generales del 
Estado.

En los Presupuestos Generales del Estado para el ejer-
cicio del año 2007 se integran:

a) El presupuesto del Estado.
b) Los presupuestos de los Organismos autónomos 

de la Administración General del Estado.
c) El presupuesto de la Seguridad Social.
d) Los presupuestos de las Agencias estatales.
e) Los presupuestos de los Organismos públicos, 

cuya normativa específica confiere carácter limitativo a 
los créditos de su presupuesto de gastos:

Consejo de Seguridad Nuclear.
Consejo Económico y Social.
Agencia Estatal de Administración Tributaria.
Instituto Cervantes.
Agencia de Protección de Datos.
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que conste oposición expresa y por escrito de aqué-
llos.

Las entidades gestoras de la Seguridad Social, 
en el ejercicio de sus competencias de control y 
reconocimiento de las prestaciones, podrán solicitar 
la remisión de los partes médicos de incapacidad 
temporal expedidos por los servicios públicos de 
salud, las mutuas de accidentes de trabajo y enfer-
medades profesionales de la Seguridad Social y las 
empresas colaboradoras, a efectos del tratamiento 
de los datos contenidos en los mismos.»

Disposición final cuarta. Modificación del texto refundido 
de la Ley de Contratos de las Administraciones Públi-
cas, aprobado por Real Decreto Legislativo 2/2000,
de 16 de junio.

Con efectos de 1 de enero de 2007 y vigencia indefi-
nida se modifica el texto refundido de la Ley de Contratos 
de las Administraciones Públicas, aprobado por el Real 
Decreto Legislativo 2/2000, de 16 de junio, en los siguien-
tes términos:

Uno. Se modifica el apartado 1 del artículo 2 del 
texto refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, que queda redactado del siguiente 
modo:

«Artículo 2. Adjudicación de determinados contra-
tos de derecho privado.
1. Las entidades de derecho público o de dere-

cho privado con personalidad jurídica propia no 
comprendidas en el ámbito definido en el artículo 
anterior quedarán sujetas a las prescripciones de 
esta ley relativas a la capacidad de las empresas, 
publicidad, procedimientos de licitación y formas de 
adjudicación, cuando celebren contratos de obras 
de cuantía igual o superior a 5.278.000 euros, 
excluido el Impuesto sobre el Valor Añadido, y con-
tratos de suministro, de consultoría y asistencia y de 
servicios de cuantía igual o superior a 211.000 euros, 
con exclusión, igualmente, del referido impuesto, 
siempre que tales entidades hubiesen sido creadas 
específicamente para satisfacer necesidades de inte-
rés general que no tengan carácter industrial o mer-
cantil y concurra en ellas alguno de los requisitos 
referidos en el párrafo b) del apartado 3 del artículo 
anterior.»

El resto del apartado y artículo se mantiene con la 
misma redacción.

Dos. Se modifica el párrafo l) del apartado 1 del 
artículo 3 del texto refundido de la Ley de Contratos de las 
Administraciones Públicas, que queda redactado del 
siguiente modo:

«l) Las encomiendas de gestión que se confie-
ran a entidades y sociedades cuyo capital sea en su 
totalidad de titularidad pública y sobre las que la 
Administración que efectúa la encomienda ostente 
un control análogo al que ejerce sobre sus propios 
servicios, siempre que estas sociedades y entidades 
realicen la parte esencial de su actividad con la enti-
dad o entidades que las controlan.»

El resto de apartados y de artículo permanece con la 
misma redacción.

Tres. Se modifica el párrafo g) del artículo 182 del 
texto refundido de la Ley de Contratos de las Administra-
ciones Públicas, que queda redactado del siguiente 
modo:

«g) Los que se refieren a bienes cuya uniformi-
dad haya sido declarada necesaria para su utiliza-
ción común por la Administración, siempre que su 

cuantía sea inferior a los importes señalados en el 
artículo 177.2 y la adopción del tipo de que se trate 
se haya efectuado, previa e independientemente, en 
virtud de concurso, de acuerdo con lo previsto en el 
presente título.

En este supuesto se tendrá en cuenta para la 
Administración General del Estado, sus Organismos 
autónomos, Entidades gestoras y Servicios comu-
nes de la Seguridad Social y demás Entidades Públi-
cas estatales que la uniformidad a que el mismo se 
refiere, habrá de ser declarada por la Dirección 
General del Patrimonio del Estado, excepto cuando 
se trate de bienes de utilización específica por los 
servicios de un determinado Departamento ministe-
rial, en cuyo caso corresponderá efectuarlo al 
mismo, previo informe de la indicada Dirección 
General.»

El resto de apartados y de artículo permanece con la 
misma redacción.

Cuatro. Se modifica la disposición adicional sexta 
del texto refundido de la Ley de Contratos de las Adminis-
traciones Públicas, que queda redactada del siguiente 
modo:

«Disposición adicional sexta. Principios de contra-
tación en el sector público.
Las sociedades mercantiles en cuyo capital social 

la participación, directa o indirecta, de una Adminis-
tración Pública, o de un Organismo autónomo o 
Entidad de derecho público dependiente de ella o 
vinculada a la misma, sea superior al 50 por 100, así 
como las fundaciones que se constituyan con una 
aportación mayoritaria, directa o indirecta, de una 
de estas entidades, o cuyo patrimonio fundacional, 
con un carácter de permanencia, esté formado en 
más de un 50 por 100 por bienes o derechos aporta-
dos o cedidos por las mismas, se ajustarán en su 
actividad contractual, cuando no estén sometidas a 
las previsiones del artículo 2.1, a los principios de 
publicidad y concurrencia, salvo que la naturaleza 
de la operación a realizar sea incompatible con estos 
principios.»

El resto de disposiciones permanecen con la misma 
redacción.

Disposición final quinta. Modificación del texto refun-
dido de las disposiciones legales vigentes sobre el 
Régimen Especial de Seguridad Social del personal al 
servicio de la Administración de Justicia, aprobado 
por Real Decreto Legislativo 3/2000, de 23 de junio.

Con efectos de 1 de enero de 2007 y vigencia indefi-
nida, se modifica el apartado 2 del artículo 20 del texto 
refundido de las disposiciones legales vigentes sobre el 
Régimen Especial de Seguridad Social del personal al 
servicio de la Administración de Justicia, que tendrá la 
siguiente redacción:

«2. Cuando la situación de incapacidad tempo-
ral se extinga por el transcurso del plazo máximo 
establecido, se procederá al examen de la misma en 
los términos y plazos establecidos en el Régimen 
General de la Seguridad Social al objeto de la corres-
pondiente calificación del estado del funcionario 
como incapacitado con carácter permanente para 
las funciones propias de su Cuerpo o Escala y decla-
ración de jubilación por incapacidad permanente 
para el servicio. En aquellos casos en que continúe 
la necesidad de tratamiento médico por no ser defi-
nitivas las reducciones anatómicas o funcionales del 
funcionario, y así se haya dictaminado en informe 
razonado sobre la capacidad o incapacidad del fun-
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